
Desconcertados admiten en
reserva estar en el Gobierno, tal
como se ha dado el resultado de
la votación en particular del pro-
yecto de su autoría para dar ran-
go legal a las Reglas del Uso de la
Fuerza (RUF) para Carabineros y
FF.AA. en el control del orden
público. Anoche se despachó en
tercer trámite a la Cámara.

Pero ha sido en la sala del Sena-
do en donde el Ejecutivo encon-
tró mayor resistencia y en donde
la oposición ha hecho valer su
mayoría, al menos así pasó en la
primera jornada del martes.

Entre las normas más resentidas
por La Moneda están el rechazo al
principio de proporcionalidad,
consagrado como “el grado de
fuerza utilizado deberá ajustarse a
la intensidad de la resistencia o
agresión que enfrente el personal.
La proporcionalidad no exige
igualdad en los medios empleados
y, en cualquier caso, se deberá ase-
gurar la superioridad del personal,
resguardando su seguridad y la de
terceros”. También se eliminó el
principio de rendición de cuentas.

En cuanto a los deberes, se re-
chazó la propuesta de las comi-
siones unidas de Seguridad y De-
fensa del Senado sobre el deber
de gradualidad, en su reemplazo
se aprobó mantener la redacción
de los diputados, lo que es clave,
porque se trata de un fraseo mu-
cho más pro-FF.AA., defienden
sus promotores, al fijar “la aplica-
ción de las reglas de uso de la
fuerza no implica, necesaria e
inevitablemente, una escala line-
al y ascendente”.

Ante la fisonomía que va ad-
quiriendo el proyecto, senadores
del Partido Comunista y del
Frente Amplio, Daniel Núñez y
Juan Ignacio Latorre, respectiva-
mente, presionan al Gobierno
para que el Presidente Gabriel

Boric envíe un veto que permita
adecuar las RUF. Con ello obliga-
ría al Ejecutivo a exponerse ante
el Congreso al tramitar sus obser-
vaciones. Antes debe ir a tercer
trámite a la Cámara y a una even-
tual comisión mixta.

El “rechazo de principios de
gradualidad y proporcionalidad
por la derecha en la sala del Sena-
do deja sin coherencia las reglas
de uso de la fuerza y provocarían
un caos de aplicarse por las
FF.AA. y policiales. Por tanto, me
parece una opción viable que es-
te proyecto de ley sea vetado por
parte del Ejecutivo”, explicó el
senador Núñez.

“Me quedo con una sensación
amarga, sobre el proyecto de Re-
glas de Uso de la Fuerza. Creo
que se perdieron cosas que se ha-
bían aprobado en las comisiones
unidas, por ejemplo, el principio
de proporcionalidad. Creo que
así como va, vaya a la Cámara y a
comisión mixta para mejorarlo. Y
no descarto la herramienta del

veto presidencial por aspectos
críticos y sensibles”, añadió an-
teayer Latorre.

Al defender los cambios, el se-
nador Kenneth Pugh (comité
RN) consideró “la proporcionali-
dad como poner a ver si algo ocu-
rre o no ocurre y empiezan las in-
terrogantes, lo mejor es entrenar
a las personas para el uso racional
(…) y el deber de gradualidad no
se condice con la inexistencia de
la secuencialidad, en que pasa al-
go primero con una consecuen-
cia después”. 

“Un veto del Gobierno me pa-
recería lamentable y me hace re-
cordar cuando a la Ley Naín-Re-
tamal la caricaturizaban señalán-
dola como ‘gatillo fácil’”, comen-
tó el senador Juan Antonio
Coloma (UDI).

Anoche se revirtió la inadmisi-
bilidad de la competencia de la
justicia militar para ver causas
RUF; pero, puesto en votación el
contenido, la oposición no logró
el quorum para su aprobación.

Senado despachó la propuesta a los diputados:

PC y FA presionan al
Gobierno por un veto 
al proyecto de las RUF

Apruebo Dignidad busca revertir rechazos como el principio de
proporcionalidad, lo que podría ser también en comisión mixta.
RIENZI FRANCO

Los senadores Daniel Núñez (PC) y Juan Ignacio Latorre (FA) están por la
opción de un veto presidencial. Los cambios tampoco le gustaron a la senado-
ra Pascual.
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El exdiputado Tomás de Rementería
(PS) juró su nuevo cargo como sena-
dor, en reemplazo de Isabel Allende,
también socialista, quien fue destituida
por el Tribunal Constitucional por el
caso de la fallida compra de la casa de
su padre, el expresidente Salvador
Allende. De Rementería llegó a la
Cámara Alta acompañado de su fami-
lia y su pareja, la expresidenta de la
Cámara, la comunista Karol Cariola
(ver fotografía). El legislador dio un
corto discurso: “No me gustaría estar
en este puesto, este puesto corres-
ponde a la senadora Isabel Allende,
que deja una vara muy grande”.JO
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Tomás de Rementería (PS) jura como senador
por Valparaíso en reemplazo de Isabel Allende

Un polémico
mensaje subió a su
cuenta de X la
Juventud Socialis-
ta el pasado mar-
tes 22 de abril.

Junto a la
imagen del líder
soviético Vladimir
Lenin (en la foto),
apareció el si-
guiente mensaje:
“Hoy se conmemo-
ra un nuevo ani-
versario de Vladi-
mir Lenin, teórico
y revolucionario
ruso que encabezó
el primer Estado
obrero del mundo. Su aporte a la teoría del marxis-
mo es innegable, y hasta el día de hoy, sigue siendo
una inspiración para los jóvenes”.

VALORÓ SU APORTE:

Juventud Socialista celebra
natalicio de Vladimir
Lenin en redes sociales

Karol Cariola, dipu-
tada. 

ternidad del Hospital Clínico de la
Universidad de Chile, cumplien-
do, en su opinión, “con un manda-
to judicial fechado casi una sema-
na antes y que había sido arranca-
do con información errónea, in-
completa e inexacta a la juez Sra.
Carla Capello, del 7º Tribunal de
Garantía de Santiago”, agrega el
documento.

Y, en ese sentido, plantea, ade-
más, una “falta de observancia de
perspectiva de género y de cuida-
do con grupos vulnerables, como
las mujeres parturientas”.

n Una situación de
“especial vulnerabilidad”

Junto con la diligencia realiza-
da en el centro asistencial, tam-
bién se allanó la casa de Cariola y
Rementaría, un departamento en
calle Suecia, en la comuna de Pro-
videncia, donde se buscaron
igualmente dispositivos electró-
nicos, como el computador portá-
til de la congresista.

Con cuestionamientos a la
oportunidad en que se concreta-
ron las diligencias de la investiga-
ción en su contra por eventual un
tráfico de influencias, la diputada
Karol Cariola (PC) recurrió a la
Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH) para
que esta pida informe a Chile so-
bre las medidas que adoptará en
este caso y, responda o no, se rea-
licen recomendaciones para que
se ordenen acciones en favor de
sus derechos humanos, además
de que se den garantías de no re-
petición, entre otras solicitudes de
similar naturaleza.

La razón: entre estas diligencias
se incluyó la incautación de su te-
léfono el mismo día en que nacía
su primer hijo, el 3 de marzo pasa-
do. Así, en la presentación patroci-
nada por el abogado Juan Carlos
Manríquez, se denuncia la ejecu-
ción por parte de detectives de la
Policía de Investigaciones (PDI)
—dirigidos por la Fiscalía Regio-
nal de Coquimbo—de “un allana-
miento no solo desproporciona-
do, innecesario y nada de urgente,
sino sobre todo vejatorio en el
mismo establecimiento médico”
donde había nacido el hijo de la le-
gisladora y del diputado Tomás
de Rementería.

Para la defensa los funcionarios
efectuaron ese día “una arremeti-
da intempestiva, contraria a toda
prudencia y respeto mínimo por
los derechos humanos” en la ma-

“Cuando se dice que (los poli-
cías) deben dar un trato igualitario
y sin distingos, en el caso concreto,
al margen que Karol Cariola fuera
a esa época la tercera autoridad del
país, era una mujer pariendo a su
primer hijo, en situación de espe-
cial vulnerabilidad, y en los hechos
ha quedado de manifiesto que los
agentes públicos policiales y la or-
den de la fiscalía, de cumplirse con
un allanamiento en el hospital del
parto, la misma mañana del naci-
miento de (...), hicieron todo lo
contrario a lo que dice su ley orgá-
nica y su código de ética, y ade-
más, contrariaron normas legales
internas expresas”, sostiene la pre-
sentación a la misma CIDH.

De esta manera, el escrito ad-
vierte que “todo indica que debe
reforzarse la educación en materia
de DDHH en la Fiscalía y en la for-
mación policial en materia de de-
rechos fundamentales para evitar
la regresión y decidirse que la PDI
otorgue garantías de no repeti-

ción, para no dejar al Estado de
Chile como infractor de sus obliga-
ciones internacionales”.

n Cruce de empresarios y
temas “mezclados”

Respecto de la “información
errónea” que, a juicio de la defensa
de Cariola, la fiscalía entregó al tri-
bunal para que se autorizara el
allanamiento, señala el texto que la
solicitud tuvo como “insumo
esencial” el informe 487 de la PDI
respecto de la investigación de Sie-
rra Bella, que da cuenta de sus con-
versaciones con la exalcaldesa de
Santiago Irací Hassler, señalando
que este “contiene tres faltas graví-
simas y está dotado de una confu-
sión de tiempo, diálogos, personas
y temas tan mezclados y cortados,
editados a un antojo inexplicable
desde los estándares de una inves-
tigación policial científica y profe-
sional moderna”.

Según ese informe Cariola pidió
a la entonces alcaldesa una reno-
vación de patente de alcohol para
el empresario chino Bo Yang, “ca-
llando que desde el 04 de febrero
de 2022 (¡3 años atrás!) el Concejo
Municipal en Pleno de la Munici-
palidad de Santiago había caduca-
do esa patente”, con el voto de
Hassler, consigna la presentación
ante la CIDH.

Junto con esto, se apunta que el
reporte “da a entender que por
‘haber apoyado’ en una campaña
previa a la Sra. Cariola se había he-
cho tal petición, cuando la PDI sa-
bía que el Sr. Yang nunca benefició

campaña al-
guna de la Sra.
Cariola”.

Y que, ade-
más, consignaba
que “‘esa misma’
persona ‘había he-
cho aporte’ a la Muni-
cipalidad de Santiago,
sin detallar cuáles,
cuándo y a quién, sa-
biendo ya que se trata-
ba de una cuestión
completamente incone-
xa con la Sra. Cariola, y
que se refería a una em-
presa de publicidad de
otra tercera persona dis-
tinta a aquellas”.

n Fiscal Cooper: 
“Se hizo con la prudencia
necesaria”

Dado que la indagatoria contra
la diputada Cariola derivó del caso
Sierra Bella, las pesquisas son diri-
gidas por el fiscal regional de Co-
quimbo Patricio Cooper, quien so-
lo días después de la incautación
defendió la diligencia en medio de
críticas de autoridades de Gobier-
no y políticos por el momento en
que se produjo, cuando ella daba a
luz a su primer hijo. 

En esa ocasión, el persecutor ca-
lificó como exitosa la diligencia del
lunes 3 de marzo, “porque incauté

el celular y el notebook de
la diputada e incauté dos

celulares y un notebook al
otro sujeto (Jorge ‘Juanito
González’ Cárcamo), y to-
mé los resguardos del caso.
Fueron pocos funcionarios a
su departamento, mayorita-
riamente mujeres, se hizo
con la prudencia necesaria,

tomando en cuenta el cargo
que ella tiene y el estado en
que estaba”.

Y agregó la diligencia esta-
ba encargada con anterioridad
al día en que la diputada dio a
luz, y que no tenían “cómo sa-
ber” que aquello ocurriría, el
persecutor sostuvo que ese lu-
nes 3 de marzo terminaba la re-
serva del informe 487 de la PDI

sobre el caso y que “la exalcaldesa
(Irací Hassler) y su defensa iban a
saber que habíamos recuperado
los chats, porque todas esas con-
versaciones fueron borradas por la
exalcaldesa, y dada la naturaleza
de los chats numerosos que hay,
sabía que eran muy amigas, y lo
que iba a ocurrir es que sabiendo la
exalcaldesa que habíamos recupe-
rado estos chats comprometedo-
res, lo más probable es que avisara
a la diputada y a otras personas
que teníamos sus chats y, por lo
tanto, se podía perder la evidencia
(...), era totalmente un riesgo”.

Plantea, entre otras cosas, “falta de observancia de perspectiva de género”:

Diputada Cariola recurre a la CIDH
y acusa vulneración de sus derechos
y los de su hijo, tras allanamiento
que califica de “desproporcionado” 

O. R. y A. CH. 

Además, cuestiona que el “insumo esencial” de la fiscalía para realizar la diligencia,
un informe policial, contiene “confusión de tiempos, diálogos” y personas. La fiscalía
ha defendido la incautación planteando que existía riesgo de pérdida de evidencia.

“Era una mujer pariendo a su primer hijo, en
situación de especial vulnerabilidad, y en los
hechos ha quedado de manifiesto que los agentes
públicos policiales y la orden de la fiscalía, de
cumplirse con un allanamiento en el hospital del
parto, la misma mañana del nacimiento de (...),
hicieron todo lo contrario a lo que dice su ley
orgánica y su código de ética”.

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE LA DEFENSA DE CARIOLA A LA CIDH
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La sala de la Cámara aprobó en general, y
remitió a la comisión de Gobierno, por haber sido
sujeto de indicaciones, un proyecto de autoría de
Paula Labra (bancada RN), para incluir al Presi-
dente de la República y los parlamentarios dentro
de las autoridades que deben estar sujetas al
control de consumo de drogas, junto con estable-
cer para parlamentarios, ministros, subsecretarios,
gobernadores regionales, alcaldes, entre otros, la
obligación de acompañar un examen médico,
realizado en un laboratorio autorizado por el
Ministerio de Salud y que cumpla con los estánda-

res internacionales, basado en una muestra de
cabello, y a lo menos una vez al año.

En sala, la iniciativa se aprobó por 99 votos a
favor, dos en contra, de las frenteamplistas Lorena
Fries y Maite Orsini; y 12 abstenciones, de Francis-
ca Bello, Roberto Celedón, Javiera Morales, Camila
Rojas, Clara Sagardia, Emilia Schneider y Carolina
Tello, todos del Frente Amplio; además de Luis
Cuello, Alejandra Placencia y Matías Ramírez (los
tres comunistas), y Tomás de Rementería (antes
de jurar como senador) y Juan Santana (ambos
socialistas).

ORSINI Y FRIES VOTARON EN CONTRA:

Cámara visa incluir al Presidente entre las
autoridades sujetas a control de drogas

La Sala de la Cámara aprobó, por 43
votos a favor, 5 en contra y 6 abstenciones,
sacar de la tabla de ayer un proyecto de
senadores orientado a dar la nacionalidad
chilena a la novelista de Nicaragua Giocon-
da Belli, a quien el régimen de de Daniel
Ortega le quitó la nacionalidad, aunque
luego se la dio España, porque la propuesta
de senadores se aletargó desde 2023. 

Fue sandinista, y ocupó cargos para
Ortega, pero cayó en desgracia al asumir
un discurso opositor. En ese momento, el
Presidente Gabriel Boric le ofreció la nacio-
nalidad chilena y en ello se inspiró la inicia-
tiva de los legisladores. “Ni siquiera había
una carta de interés de tener nuestra
nacionalidad, de parte de Gioconda Belli”,
alegó el diputado de RN Miguel Ángel
Becker. Belli es autora de ocho novelas,
entre ellas, “La mujer habitada”.
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